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Sobre:  

Querella disciplinaria  

Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la Juez 

Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand 

 
Steidel Figueroa, Juez Ponente 

 
 

SENTENCIA   
 

En San Juan, Puerto Rico, a  23 de agosto de 2016. 

Jorge L. Marrero Torres se encuentra bajo la custodia del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación en la Institución 

Correccional de Guayama, Anexo 1000. Comparece ante este foro, 

in forma pauperis y por derecho propio, y nos solicita que 

revoquemos la determinación del Oficial Examinador de Vistas 

Disciplinarias que lo encontró incurso por violación a las reglas de 

seguridad establecidas por la autoridad correccional tipificadas en 

el nivel I de severidad (Regla 6, Código 129, del Reglamento núm. 

7748 de 23 de septiembre 2009, Reglamento disciplinario para la 

población correccional) y le impuso como sanción la suspensión de 

privilegios consistentes en seis visitas. Esta determinación fue 

confirmada por el Oficial Examinador en Reconsideración de la 

Oficina de Asuntos Legales de la agencia recurrida. Sin trámite 

ulterior, conforme lo permite la regla 7(B)(5) de nuestro 

Reglamento, disponemos de este recurso.  
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-I- 

Las personas privadas de libertad tienen derecho a un 

mínimo de garantías que aseguren el debido proceso de ley en todo 

procedimiento adversativo generado o dirigido por la autoridad 

correccional. Véanse, Álamo Romero v. Adm. de Corrección, 175 

DPR 314, 329 (2009); Pueblo v. Falú Martínez, 116 DPR 828, 836 

(1986). Tales garantías están contenidas en el Reglamento 

Disciplinario de la Población Correccional (Reglamento núm. 

7748), el cual establece un procedimiento para atender las 

querellas contra una persona privada de libertad que cometa o 

intente cometer algún acto prohibido en la institución penal de los 

que están tipificados en la regla 6 y que conlleve la imposición de 

alguna medida disciplinaria o correctiva según el nivel de 

severidad. 

El procedimiento disciplinario inicia con la presentación de 

una querella contra el confinado que presuntamente haya 

infringido las normas de conducta y reglamentos aplicables en la 

institución penal donde se encuentra recluido, dentro de las 

primeras 24 horas de haber tenido conocimiento del incidente que 

la motiva. Regla 10 del Reglamento núm. 7748. Luego de ciertos 

trámites iniciales, incluida la debida cumplimentación y revisión 

de la querella por parte del supervisor correccional o persona 

designada, el informe es referido al Oficial de Querellas. Este 

Oficial tiene la responsabilidad de verificar que la querella esté 

debidamente cumplimentada, conforme lo dispone la regla 10(A), 

asignar el número de querella, registrarla en la bitácora de 

querellas y establecer el nivel de severidad de la conducta 

imputada. Debe también referirla al Investigador de Vistas 

designado para la correspondiente averiguación y coordinar con el 

Oficial de Vistas Disciplinarias la fecha en que se celebrará la vista 
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administrativa de rigor, una vez haya recibido el informe de la 

investigación regulada en la Regla 11 del Reglamento núm. 7748.  

El Investigador de Vistas debe entrevistar e interrogar a toda 

persona relacionada con el incidente o infracción imputada a la 

persona privada de libertad. Regla 11(A) y (B) del Reglamento núm. 

7748. La investigación “comenzará en el término de un (1) día 

laborable contado a partir de la notificación de la querella al 

confinado y deberá concluir dentro del término de siete (7) días 

laborables”. Regla 11(D). Concluida la investigación, el Investigador 

de Querellas debe remitir inmediatamente el informe de 

investigación al Oficial de Querellas con toda la documentación 

recopilada en el proceso. Regla 11(F).  

El Oficial de Querellas tiene la responsabilidad de recibir el 

informe de investigación y los documentos correspondientes. De 

igual modo, debe “[p]reparar un reporte de cargos basado en los 

hallazgos e informe del investigador”, coordinar la vista 

disciplinaria con el Oficial Examinador y “[n]otificar al confinado la 

fecha y hora de la vista, junto con una copia del reporte de cargos”. 

Regla 11(G), incisos (3) al (5), del Reglamento núm. 7748. En los 

casos en los que se impute la comisión de un acto prohibido, el 

Oficial de Querellas debe referir el caso al Oficial Examinador de 

Vistas Disciplinarias para el señalamiento y la celebración de la 

vista correspondiente. Regla 12 del Reglamento núm. 7748.  

-II- 

En su recurso de revisión judicial Jorge L. Marrero Torres 

nos solicita revoquemos la sanción disciplinaria que pesa en su 

contra por “posesión, introducción, uso, venta o distribución, de 

narcóticos, sustancias controladas, o drogas, o la posesión, 

fabricación, o introducción de materiales asociados con el uso 

ilegal de sustancias controladas, sin autorización médica”, Regla 6, 

Código 129, del Reglamento núm. 7748 de 23 de septiembre 2009, 
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Reglamento disciplinario para la población correccional. Aduce ser 

inocente del cargo imputado el 10 de marzo de 2016 por el agente 

Marcos Maldonado, manejador del can “Rudy” de la Unidad K-9, 

tras presuntamente encontrar en un registro rutinario cien 

laminillas de “suboxone”.  

En la resolución emitida el 26 de abril de 2016 por la oficial 

examinadora de vistas disciplinarias se determinó que Marrero 

Torres cometió el acto prohibido imputado en la querella 

disciplinaria núm. 219-16-0038. La oficial estimó probado que el 

10 de marzo de 2016 el querellante realizó un registro rutinario en 

el Módulo 1B, Sección D, de la Institución Guayama 1000 y en la 

celda del querellado ocupó una envoltura que tenía en su interior 

100 laminillas de “suboxone”. No conforme con dicha 

determinación, Marrero Torres acudió en reconsideración ante la 

oficial examinador de la Oficina de Asuntos Legales de la agencia 

recurrida. Mediante resolución emitida el 3 de junio de 2016, y 

notificada el siguiente día 16, la Oficina de Asuntos Legales 

confirmó la sanción impuesta tras concluir que el querellado no 

controvirtió la prueba presentada ante la oficial examinadora de 

vistas disciplinarias.    

En este recurso de revisión Marrero Torres cuestionó la 

apreciación de la prueba desfilada en la vista adjudicativa de rigor 

e hizo mención de presuntas discrepancias en cuanto al testimonio 

del agente Maldonado. Hemos evaluado en todas sus partes el 

escrito ante nuestra consideración. En cuanto a su alegación de 

que no incurrió en el acto prohibido, debemos expresar que se 

trata de un asunto de prueba que fue adjudicado por la oficial 

examinadora que presidió la vista disciplinaria y que ninguno de 

los argumentos esgrimidos por el recurrente derrota la presunción 

de corrección de la determinación cuestionada.  
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Como las decisiones que emiten las agencias administrativas 

gozan de una presunción de regularidad y corrección, quien las 

impugna debe demostrar que en el expediente administrativo 

existe evidencia suficiente que derrota dicha presunción y no 

descansar en meras alegaciones. García Reyes v. Cruz Auto Corp., 

173 DPR 870, 893 (2008); Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728 

(2005). Siendo meras alegaciones los planteamientos esgrimidos 

por Marrero Torres en este recurso, no estamos en posición de 

sustituir el criterio de la agencia especializada que atendió en 

reconsideración tal planteamiento y se reafirmó en la credibilidad 

que le concedió la Oficial Examinadora al testimonio del Oficial 

Correccional respecto al acto prohibido cometido por el recurrente. 

Por otra parte, Marrero Torres reclama presuntas violaciones 

a derechos civiles y constitucionales por parte de los empleados, 

oficiales y funcionarios correccionales en el registro realizado 10 de 

marzo de 2016. Respecto a los hechos ocurridos en dicha fecha, tal 

y cual está expresado en su escrito y en lo pertinente, Marrero 

Torres alega lo siguiente: 

(B) Luego de varias horas al final del registro, y de la 
oficialidad haber registrado mi celda (210), y no haber 
encontrado nada, nuevamente la oficialidad vuelve a 
registrar al peticionario al desnudo y le pasan un detector 
de metales y al “no sonar” el mismo, estos no se dan por 
vencidos, y le indican al peticionario que se vista que lo 
llevarían a sacarse placas (rayos x), el peticionario 
confinado a pesar de que no poseía nada ilegal, procede a 

seguir la “orden directa” que le indicaron la oficialidad, lo 
cual se llevan al peticionario para “el área médica” de la 
Institución Guayama (945) para allí, amenazando y 
presionándolo agresivamente, estos oficiales, a lo cual el 
peticionario no tuvo más opción que firmarle un documento 
al médico sin que se le diera tan siquiera la oportunidad de 
“leerlo” por la presión y (sic) intimidación de los oficiales 
[del Departamento] de Corrección de la Inst. Guayama Mil 
donde tuvo que dejar sacarle la placa de (rayos x) para que 
los oficiales vieran que este no tenía nada ilegal dentro de 
su cuerpo o parte anal. Además, antes del peticionario 
llegar a la Institución Guayama (945) para la toma de 
placas (rayos x), este fue llevado del Edificio #1, sección D, 
hasta el área de admisiones de la Inst. Guayama Mil siendo 
este peticionario obligado a evacuar frente al oficial 
Maldonado y con una funda plástica en el piso, lo cual este 
peticionario no tuvo más opción de hacer lo que se le 
indicó, donde estos oficiales se dieron cuenta de que 
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estaban haciendo un grande error, y/o grave error, con el 
peticionario.  

(C) El peticionario luego de dicho proceso le indica al oficial 
Maldonado que este peticionario lo iba a demandar por el 
trato que se usó contra el peticionario, el cual fue cruel e 
ilícito, donde le violaron todos sus derechos civiles y 
constitucionales del procedimiento criminal, por haber este 
oficial, junto con otros, obligado a someterse a una placa de 
(rayos x) sin una orden judicial, y todo bajo amenazas y 
agrediéndolo verbalmente, en efecto de “Bulling”.  

(D) Que el peticionario señala que el oficial Maldonado le 
indica que eso no ocurrirá porque él se encargaría primero 
de fabricarle “un caso”, antes de que el peticionario lo 
demandara, donde este oficial Maldonado se metió las 
manos en el bolsillo de su pantalón y sacó unas cosas lo 

cual le dijo al peticionario y que a costillas de este el oficial 
iba a obtener una medalla y otras cosas más […] 

Advertimos que el recurso de revisión judicial de la 

determinación de la Oficial Examinadora de Vistas Disciplinarias, 

que encontró incurso al recurrente por violación a las reglas de 

seguridad establecidas por la autoridad correccional tipificadas en 

el nivel I de severidad y le impuso como sanción la suspensión de 

privilegios consistentes en seis visitas, y fue confirmada por el 

Oficial Examinador en Reconsideración de la Oficina de Asuntos 

Legales de la agencia recurrida, no es el vehículo procesal 

adecuado para reclamar la presunta violación de derechos civiles y 

constitucionales e instar la correspondiente acción por daños y 

perjuicios.  

-III- 

Por los fundamentos expresados, se CONFIRMA la resolución 

recurrida.  

Instruimos al Secretario de Corrección y Rehabilitación a 

entregar copia de esta sentencia al confinado en cualquier 

institución donde este se encuentre.  

Lo acordó el Tribunal y lo certifica. 

 
 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


